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Expte. n° 8378/11 “Ministerio 
Público —Defensoría General 
de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires— s/ queja por 
recurso de inconstitucionalidad 
denegado en: ‘De los Santos, 
Norberto Alcides y otros s/ inf. 
art. 181, inc. 1, usurpación 
(despojo) CP’” 

 
 

 
Buenos Aires,               18  de abril de 2012 
 

 
Vistos: los autos indicados en el epígrafe. 

 

 
Resulta 

 

1. El Defensor General interpuso recurso de queja (fs. 77/89) contra la 
decisión de la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Penal, 
Contravencional y de Faltas (fs. 72/74 vta.) que declaró inadmisible el 

recurso de inconstitucionalidad deducido, a su vez, contra la resolución 
agregada a fs. 41/52 vuelta. Este último pronunciamiento había confirmado 
la resolución de primera instancia (fs. 28/30 vta.) que no había hecho lugar 

al planteo de excepción de falta de acción solicitado por el Defensor oficial,  
por considerar vencido el plazo de duración de la investigación penal 
preparatoria. 

  
2. En su recurso de inconstitucionalidad, la defensoría afirmó que la 

decisión de la Cámara debía ser equiparada a una sentencia definitiva en 

los términos del art. 27 de la ley nº 402, ya que la continuación del 
procedimiento generaba a sus asistidos un gravamen irreparable (fs. 53/68). 
Como motivos de agravio, denunció que la decisión recurrida afectaba la 

garantía de la defensa en juicio, la del debido proceso y el plazo razonable, 
en la medida en que impedía que se dispusiera el archivo de las actuaciones 
y consecuente dictado de sobreseimiento de los Sres. Norberto Alcides De 

los Santos y Pablo Gabriel Capubila.  
  

3. La Cámara declaró inadmisible el recurso de inconstitucionalidad, 

por mayoría, por entender que no se dirigía contra una sentencia definitiva ni 
equiparable a tal y que no había logrado presentar un caso constitucional. El 
recurrente, como se dijo, acudió a este Tribunal en queja. 
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 4. El Sr. Fiscal General, al tomar intervención en autos, propició el 
rechazo de la queja, básicamente, porque consideró que el recurrente no 
había atacado una decisión equiparable, en sus efectos, a la sentencia 

definitiva; ni había logrado satisfacer la exigencia legal de presentar un caso 
constitucional (fs. 93/100 vuelta). 

 

 
Fundamentos  

 

El juez Luis Francisco Lozano dijo: 
 

1. La queja interpuesta por el Defensor General debe ser rechazada 

porque el recurso de inconstitucionalidad cuya procedencia defiende no se 
dirige contra una sentencia definitiva en los términos del art. 27 de la ley nº 
402, ni contra una equiparable a tal (cf. el punto 1 de los “Resulta”). Como 

principio, sólo aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin 
al pleito o hacen imposible su continuación son pasibles de ser atacadas 
mediante recurso de inconstitucionalidad (cf. “Cóceres, Alfredo Gabriel y 

otros s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en ‘Cóceres, 
Alfredo Gabriel y otros s/ inf. art. 116 CC. Organizar y explotar juego sin 
autorización, habilitación o licencia —incidente de recusación—’”, expte. n° 

5507, sentencia del 09/04/2008; y “Ministerio Público —Defensoría en lo 
Contravencional y de Faltas n° 4— s/ queja por recurso de 
inconstitucionalidad denegado en ‘Posta, Felipe y Berbegall, Rodolfo s/ 

infracción ley 255 —apelación—’”, expte n° 3338/04, sentencia del 
01/12/2004, entre otros). Al respecto, cabe observar que la parte recurrente 
no ha logrado demostrar fundadamente la existencia de un perjuicio de 

imposible reparación ulterior.  
Si bien la invocación de la garantía a ser juzgado dentro de un plazo 

razonable, comprendida ésta en los arts. 10 CCABA, 18 CN, 25 DADDH, 7.5 
y 8.1 CADH, 9.3 y 14.3.c PIDCP, así como la garantía del ne bis in idem, 

podrían suscitar la intervención inmediata de este Estrado, los agravios que 
presenta la parte recurrente esconden, en realidad, planteos limitados a la 

interpretación de normas locales no constitucionales (el art. 161 del CPP). 
En efecto, la defensa se agravia de la interpretación que los jueces de 
mérito dieron al art. 104 CPPCABA,  porque implicaría computar el plazo de 

la investigación preparatoria recién a partir de la intimación a responder por 
el hecho investigado (art. 161 CPPCABA). 

Solamente cabe asimilar a una sentencia definitiva aquella decisión 

que pase por una aplicación de una norma constitucional o federal que 
consagre un derecho sólo susceptible de tutela inmediata, cosa que no 
ocurre cuando, como en el caso, el pronunciamiento se sustenta plenamente 

en la interpretación de leyes procesales, no tachada de arbitraria con un 
mínimo de fundamentación adecuada; y la compatibilidad de esas leyes con 
la garantía no ha sido puesta en tela de juicio (cf. mi voto in re “Ministerio 
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Público – Defensoría Oficial en lo Contravencional y de Faltas nº 4 s/ queja 
por recurso de inconstitucionalidad denegado en ‘Ponzoni, Manuel Eduardo 
s/ inf. Art. 189 bis tercer párrafo del CP’”, expte. nº 4170, sentencia del 

10/2/2006).  
 
Por lo expuesto, voto por rechazar la queja interpuesta a fs. 77/89. 

 
2. Por las razones que desarrollé al votar in re “Ministerio Público —

Defensoría Oficial en lo Contravencional y de Faltas n° 1— s/ queja por 

recurso de inconstitucionalidad en: ‘Ronchetti, Leonardo s/ art. 47 CC —
apelación— s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado’”, expte. 
nº 3996/05, resolución del 14/09/05, a las que remito en honor a la 

brevedad, no corresponde exigir el depósito previsto en el art. 34 de la ley n° 
402. 
 

 
La jueza Ana María Conde dijo: 

 

1. La queja fue interpuesta en tiempo y forma (art. 33, ley nº 402) pero 
—tal como lo afirma el señor Fiscal General— no puede prosperar porque el 
recurso de inconstitucionalidad que fue denegado por el tribunal a quo no se 

dirigió contra una sentencia definitiva (art. 27, ibídem), ni contra un auto que, 
en virtud de sus efectos y de acuerdo con la jurisprudencia de este Tribunal, 
resulte equiparable a una decisión de esta especie. Ello es así, en la medida 
en la cual la resolución del tribunal a quo que confirmó la decisión previa, en 

cuanto no hizo lugar a una excepción de falta de acción intentada a favor de 
los involucrados —ante el presunto vencimiento del plazo de la investigación 

penal preparatoria—, no puso fin al proceso, no impidió su continuación y lo 
cierto es que tampoco puede extraerse de la argumentación de la que busca 
valerse el quejoso que, en autos, se verifiquen circunstancias demostrativas 

del gravamen de imposible reparación ulterior que invoca. 
En este sentido, aunque la defensa alega la supuesta afectación de la 

garantía del plazo razonable de duración del proceso, lo cierto es que —a mi 

modo de ver— no ha logrado explicar apropiadamente la relación que existe 
entre esa invocación y lo resuelto en autos. En efecto, el hecho de que no se 
haya dado entidad a su pretensión para que este proceso fuera archivado no 
permite determinar per se que aquí se encuentra involucrada la garantía que 

invoca el quejoso y tampoco autoriza a presumir que, hasta que en autos se 
dicte una sentencia definitiva —después de que sean formal y debidamente 

intimadas del hecho las personas a quienes la fiscalía considere necesario 
llevar a juicio—, vaya a transcurrir un lapso tan prolongado que en sí mismo 
tenga la aptitud para causarle a los involucrados un perjuicio que no admita 

reparación ulterior. En otras palabras, la invocación que la defensa hace en 
torno a esta garantía constitucional no es más que una mera afirmación que 
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no ha sido acompañada de un desarrollo argumentativo concreto o atendible 
que justifique que su pretensión requiera de una “tutela inmediata”.  

En concreto, la defensa únicamente desarrolló en sus presentaciones 

argumentos destinados a exponer que corresponde interpretar o extender de 
manera analógica el significado y las consecuencias del acto que el art. 104 
del CPP local distingue como la “intimación del hecho” a todo acto en el cual 

el imputado tome conocimiento sobre la existencia del proceso, de forma tal 
que, en definitiva, los plazos legalmente previstos para que el MPF concluya 
la investigación penal preparatoria sean computados desde que tenga lugar 
cualquier acto con aquel alcance y no sólo la “intimación del hecho” regulada 

por el art. 161 del CPP local. En opinión del recurrente, si no se interpreta el 
ordenamiento procesal del modo propuesto se desconocen varias garantías 
constitucionales —entre las cuales se destaca la relacionada con la duración 
razonable del proceso penal—. Sin embargo, establecer la inteligencia que 

le cabe a las normas procesales que juegan en la especie para definir desde 

qué momento puntual debe iniciarse un cómputo, claramente, no suscita una 
controversia de orden constitucional ni una que se involucre de forma directa 
con el alcance que quepa reconocer respecto de alguna garantía de aquella 

naturaleza, sino que se trata de una muy interesante discusión que discurre 
por un terreno de interpretación infraconstitucional que, por regla, no excede 
el ámbito privativo de los jueces de la causa.   

En otras palabras, el recurrente no logró fundamentar de qué forma lo 
resuelto se relaciona con la garantía insistentemente citada en sus recursos, 
de manera tal que se justifique la intervención prematura de esta instancia y, 

por lo demás, la consideración de las particulares circunstancias —de hecho 
y prueba— tenidas en cuenta por el a quo para concluir que el plazo legal de 

la investigación penal preparatoria no había vencido en autos —en tanto aún 
no habría tenido formalmente lugar el “hito” a partir del cual debía comenzar 

a computarse ese plazo— tampoco surte por sí sola la competencia de este 
estrado; máxime cuando, vale decir, no se verifica en sus presentaciones un 

desarrollo argumentativo contundente que ponga en evidencia el absurdo de 
las conclusiones a las que arribó la Cámara.  

Con respecto a esta última cuestión, los argumentos expuestos por el 

Defensor General parecen estar más orientados a proponer ante el Tribunal 
una opinión doctrinaria o académica —y, por ende, genérica—, respecto a lo 
que esa parte interpreta por plazo razonable, que a cuestionar con solidez el 

tiempo que efectivamente lleva en trámite este proceso o a denunciar alguna 
dilación o demora concreta que pudo haber tenido lugar durante aquel lapso. 
La sola mención de la fecha de la denuncia —que dio inicio a esta causa— o 

del cúmulo de las medidas dictadas por la fiscalía —que, según lo reconoce 
el Defensor General, llevó adelante “distintas medidas de prueba, efectuó la 
identificación de los ocupantes en reiteradas oportunidades, formalizó el 

decreto de determinación del hecho, convocó a una audiencia de mediación, 
envió reiteradamente oficios al Programa Buenos Aires Presente y solicitó la 
restitución del inmueble” (fs. 63 y vta.)— no tienden a ilustrar, precisamente, 
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sobre la presencia de posibles demoras, que sean capaces de comprometer 
aquella garantía constitucional, sino que sólo dejan entrever que hubo cierta 
diligencia por parte del MPF. Es decir, esas menciones no sirven para que el  

Tribunal adelante su intervención para verificar si en autos han existido o no 
períodos de inacción, dilaciones o muestras de impericia que no encuentren 
justificación alguna (de acuerdo a mi voto, a contrario sensu, in re “F., F. G.”, 

expte. nº 7710/10, sentencia del 11/10/11).  
 
2. En mérito a lo expuesto, voto por rechazar la queja deducida por el 

Ministerio Público de la Defensa (fs. 77/89) y por diferir la consideración de 
la cuestión referida al depósito de ley, a las resultas de lo que se resuelva  
respecto del trámite del beneficio de litigar sin gastos iniciado (fs. 75/76).     

 
 

El juez José Osvaldo Casás dijo: 

 
1. La queja interpuesta a fs. 77/89 debe ser rechazada, pues los 

argumentos expuestos por la defensa no logran conmover los motivos por 

los cuales el recurso de inconstitucionalidad que viene a defender fue 
declarado inadmisible. 

 

2. Sucintamente, la recurrente reclama en su recurso de hecho el 
reconocimiento del derecho de su asistido a un pronunciamiento definitivo 
dentro de un plazo razonable, que “se ve indubitablemente vulnerado toda 

vez que han transcurrido los plazos que de manera taxativa prescribe la ley 
de forma, operativos de la garantía de raigambre constitucional (arts. 13.3, 
CCABA; 18, CN; 8.1, CADH; 14.3.c, PIDCyP, en función del art. 75, inc. 22, 

CN)” (foja 79 vuelta). 
A su criterio, el gravamen generado por la decisión que confirmó el 

rechazo de la solicitud de archivo efectuada con base en las previsiones de 

los arts. 104 y 105, CPP, es actual e irreparable, porque “de prosperar la 
declaración de inadmisibilidad del recurso de inconstitucionalidad, se 
celebrará un juicio manifiestamente al margen de lo estrictamente estipulado 

por la ley (foja 83 vuelta).  
Afirma, el recurrente, que la interpretación de las reglas procesales 

aplicadas al caso ha sido restrictiva y, a raíz de ello, violatoria de la garantía 

de duración razonable del proceso.  
 
3.  La decisión de la Sala I que resolvió confirmar la resolución por la 

cual no se hizo lugar al planteo de excepción de falta de acción presentado 
en el caso tiene por consecuencia la obligación de continuar sometido a 
proceso y, por regla, no reúne el carácter de sentencia definitiva en los 
términos del art. 27, ley nº 402 (cf. este Tribunal in re: “Ministerio Público —
Defensoría en lo Contravencional y de Faltas n° 4— s/ queja por recurso de 
inconstitucionalidad denegado en: ‘Posta, Felipe y Berbegall, Rodolfo s/ 
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infracción ley 255 —apelación—’”, expte n° 3338/04, sentencia del 

01/12/2004, entre muchos otros).  
 

4. Además, los argumentos esgrimidos en el caso por la defensa 
resultan ineficaces para demostrar que la decisión de la Cámara le provoca 
algún agravio de imposible o ineficaz reparación posterior.  

Con la finalidad de demostrar el agravio irreparable que la decisión 
que cuestiona acarrea a su defendido, el recurrente invoca la supuesta 
afectación de la garantía de la duración razonable del proceso, que 

requeriría de tutela inmediata por parte de este Tribunal. Sin embargo, al 
desarrollar su agravio, la defensa liga aquella denuncia únicamente a la 
invocación del vencimiento del plazo de duración de la investigación penal 

preparatoria (arts. 104 y 105, CPP) afirmando que los jueces de la Cámara 
efectuaron una interpretación restrictiva de dichas reglas (foja 81).  
 En ese sentido, el recurrente considera que el término de duración de 

la investigación penal preparatoria al que se refiere el art. 104, CPP, puede 
iniciarse a partir de la realización de medidas que él entiende con capacidad 
suficiente como para constituir a una persona como imputada (por ejemplo, 

haber sido individualizado por la policía) y no únicamente a partir de la 
intimación del hecho (art. 161, CPP), como lo afirmaron los jueces de mérito. 
Sus argumentaciones, entonces, se limitan a proponer una interpretación 

diferente de las reglas procesales en juego, sin lograr demostrar que los 
camaristas hubieran fallado con desapego al texto de la ley. Ello resulta 
insuficiente para demostrar lesión alguna a los principios constitucionales 

que rigen la interpretación de la ley penal.  
 Consecuentemente, la invocación de la vulneración de la garantía de 
la duración razonable del proceso penal aparece, en el caso, como una 

mera afirmación genérica que no se corresponde con la cuestión decidida en 
autos. Como se advierte, de lo que se trata es de la interpretación de 
preceptos de rito, de naturaleza infraconstitucional (conf. mi voto in re 

“Ministerio Público —Asesoría General Tutelar de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires— s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: 
‘F., F. G. s/ inf. art.(s) 189 bis CP’”, expte. n° 7710/10, resolución del 

11/10/2011 y “Ministerio Público —Defensoría Oficial en lo Penal, 
Contravencional y de Faltas nº 9 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— 
s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: ‘Buffarini, Leandro 

y otros s/infr. art(s) 129, 1º párr., exhibiciones obscenas CP (p/L 2303)’”, 

expte. n° 8146/11, 14/12/2011). 
 
5. De acuerdo a lo expuesto, resulta de aplicación al caso, mutatis 

mutandi, lo resuelto por este Tribunal in re “’Ministerio Público —Defensoría 
General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— s/ queja por recurso de 

inconstitucionalidad denegado en ‘Incidente de prescripción de la acción en 
autos: Ierino, Leandro o Leonardo Javier s/ inf. art. 189 bis CP’”, expte. n° 
5542/07, resolución del 14/5/2008; “’Ministerio Público —Defensoría Oficial 
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en lo Contravencional y de Faltas n° 4— s/ queja por recurso de 
inconstitucionalidad denegado en ‘Incidente de excepción de falta de acción 
en autos: Petracona, Miguel Ángel s/ inf. art. 189 bis 3er. Párrafo del C.P. — 

apelación’”, expte. n° 4169/05, resolución del 22/2/2006 y ““Ministerio 
Público —Defensoría Oficial en lo Contravencional y de Faltas nº 4— s/ 
queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en ‘Ponzoni, Manuel 

Eduardo s/ inf. art. 189 bis tercer párrafo del CP’”, expte. nº 4170/05, 

resolución del 10/2/2006, entre otras. Cabe señalar que en dichos casos, en 
los que las instancias de mérito habían rechazado, también, el pedido de 

archivo de las actuaciones por el transcurso del plazo de duración de la 
investigación preparatoria (que en aquel momento regulaba el art. 56, inc. 
2º, ley nº 12) la Corte Suprema de Justicia de la Nación desestimó las 

quejas interpuestas por recurso extraordinario federal denegado tras afirmar 
la inexistencia de sentencia definitiva o equiparable a tal de acuerdo a las 
previsiones del art. 14 de la ley nº 48 (I. 145. XLIV, “Ierino”, resolución del 

5/5/2009; P. 535. XLII  “Petracona”, y “M. 679. XLII “Ponzoni”, resolución del 
31/10/2006).  
  

 6. Por las consideraciones expuestas, voto por rechazar la queja 
interpuesta a fs. 77/89 y, en lo que hace al pago del depósito que reclama la 
queja vencida, corresponde diferir la consideración de la cuestión a las 

resultas de lo que se resuelva respecto del trámite del beneficio de litigar sin 
gastos iniciado (fs. 75/76)  
 

 Así lo voto. 
 

 

La jueza Alicia E. C. Ruiz dijo: 
 

1. Recurso de queja 

El recurso directo interpuesto por el Sr. Defensor General es 
formalmente admisible y contiene, además, una crítica fundada y acertada 
del auto denegatorio (cf. el artículo 33 de la ley n° 402). 

En efecto, el quejoso defendió adecuadamente que —en el caso— la 
resolución de fs. 41/52 es equiparable a un pronunciamiento definitivo, en 
virtud de la irreparabilidad del gravamen. 

En este sentido, la defensa alegó que la interpretación que realizó la 
Cámara de las reglas de duración de la investigación preliminar (artículos 
104 y 105, del CPPCABA) fue restrictiva toda vez que se afectó la garantía 

del plazo razonable. En su queja, destacó que la “sola verificación del 
transcurso del tiempo a contar desde el inicio de las actuaciones, sin 
siquiera celebrar la audiencia prevista en el art. 161 del CPPCABA, ni la 

fiscalía haber solicitado la prórroga establecida en el art. 104 CPPCABA, 
evidencia el incumplimiento de los recaudos procesales…” (fs. 85). 
Asimismo, agregó que si prospera “la declaración de inadmisibilidad del 
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recurso de inconstitucionalidad, se celebrará un juicio manifiestamente al 
margen de lo estrictamente estipulado por la ley (fs. 83 vuelta). Por otro 
lado, expresó agravio con motivo de la declaración de inconstitucionalidad 

del archivo (artículo 105, del CPPCABA) efectuada de oficio por uno de los 
magistrados (fs. 87 y siguientes).  

De este modo, de asistirle razón a la defensa, el agravio consistente 

en que sus defendidos sigan sometidos a proceso no podrá encontrar 
remedio al dictarse el pronunciamiento final de la causa, precisamente 
porque el vencimiento del plazo legal implica el agotamiento de la voluntad 

persecutoria estatal y, como consecuencia, otorga el derecho inmediato a no 
seguir sometido a proceso. 

 

 2. Recurso de inconstitucionalidad 
El tratamiento de los agravios articulados supone el examen de la 

resolución recurrida. 
El caso constitucional expuesto por la defensa en su recurso de 

inconstitucionalidad (fs. 53/68) está sustancialmente sostenido en 
fundamentar la afectación a la garantía constitucional de toda persona 

imputada de ser juzgada dentro de un plazo razonable, que sobrevino con la 
interpretación que hiciera la Cámara, por mayoría de los votos de sus 
miembros, en su resolutorio de fs. 41/52.  

En efecto, la defensa sostuvo que:  
(i) “…la Sala I, al considerar que la ausencia de un requisito formal —

por la falta de la audiencia de intimación del hecho— impedía que pudiera 

comenzar a correr el plazo establecido en el art. 104 CPP…” (fs. 60 vuelta);  
ii) “…el principio del plazo razonable ha sido lesionado al no respetar 

la Sala I las directrices que imponen que en materia de interpretación de 

normas procesales penales debe prevalecer una de sus características 
intrínsecas como ser el principio de la máxima taxatividad interpretativa …” 

(fs. 61 vuelta);  

iii) “…la fiscalía no puede llevar a cabo una investigación indefinida 
(sobre todo tratándose de delitos sin mayor complejidad, que no requieren 
demasiada producción de prueba y en los que desde el inicio fueron 

individualizados los presuntos autores) y mantener sujeto al proceso a los 
imputados sin haberlos intimado para impedir sine die que comience a correr 

el plazo previsto en el art. 104 del CPPCABA, pues la falta de intimación al 
sólo efecto de evitar la extinción del plazo del art. 105 —para contar con 
más tiempo— no encuentra sustento legal y permitiría dilatar el proceso 

fuera de los plazos razonables” (fs. 64 vuelta);  

iv) “…la exégesis normativa efectuada por la Dra. Marum —como 
antes la de la Dra. Cavaliere—, al considerar que el acto desde el que 
debería computarse el plazo de la investigación preparatoria es el de la 

audiencia del artículo 161 CPPCABA todavía irrealizado y no la fecha en 
que se le imputó el hecho por primera vez o desde cuando se le debió haber 
tomado declaración, no se ajusta al espíritu de la ley colisionando con las 
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garantías constitucionales mencionadas consagradas a favor del imputado 
sometido a proceso” (fs. 65) y en cuanto a la declaración de 
inconstitucionalidad del artículo 105, del CPPCABA, argumentó que “…sólo 

cabe cuando no exista otra posibilidad de resolver adecuadamente el pleito, 
y en tanto la repugnancia de la norma o acto cuestionado, respecto de la 
cláusula constitucional comprometida, resultare indudable y la 

incompatibilidad inconciliable (Fallos: 324:3219 y 327:3117)”  (fs. 67).  
La defensa no desconoció que el plazo de duración de la 

investigación preparatoria comienza a correr a partir de la intimación del 

hecho al imputado/a, pero precisamente denuncia, en el caso, falta de 
intimación de la fiscalía en la realización de la audiencia dispuesta en el 
artículo 161, del CPPCABA (fs. 64 vuelta y siguientes). 

Por su parte, la Sala I en la resolución pertinente (fs. 41/52) por votos 
separados de sus miembros, sostuvo que: 

i) “…la legislatura local no puede establecer una consecuencia para la 

inobservancia del plazo estipulado para el desarrollo de la investigación 
penal preparatoria que importe la extinción de la acción penal, ya que carece 
de facultades legislativas para ello...” por lo cual “debe declararse de oficio la 

inconstitucionalidad del archivo previsto en el art. 105 del CPPCABA como 
modo de extinción de la acción”  (fs. 43 vuelta y 44 vuelta, del voto del juez 
Vázquez;  

ii) “…no se ha verificado en el presente caso el hito a partir del cual 
resulta posible empezar a computar los plazos previstos en el art. 104 CPP, 
sin que resulte posible sustituir dicho acto procesal por otro, a fin de iniciar el 

cómputo del plazo en cuestión, sin violentar con ello el texto legal” (fs. 47) 
“…no puede soslayarse que la actividad instructoria podría haberse 
desarrollado con mayor celeridad (hasta el momento, desde su inicio, lleva 2 

años y 2 meses); sin embargo ello, por sí solo, no alcanza para afirmar (…) 
que se vulneró el derecho a ser juzgado en plazo razonable” (fs. 48) “…no 
resulta procedente la pretendida declaración de nulidad de las presentes 

actuaciones con sustento en la ausencia de notificación del decreto de 
determinación de los hechos, pues ello resulta una declaración de nulidad 
por la nulidad misma toda vez que no se advierte que se haya conculcado, 

en el caso concreto, el derecho de defensa en juicio de Norberto Alcides de 
los Santos y Pablo Gabriel Capubila” (fs. 48 vuelta, del voto de la jueza 
Marum); 

iii) “…la garantía de ser juzgado dentro de un ‘plazo razonable’ es una 
de las más importantes herramientas que posee a su alcance aquel 
habitante sometido a proceso en virtud de una imputación delictual dirigida 

en su contra. No puede admitirse que se la torne ilusoria mediante el retaceo 
de la imputación” (fs. 49) “…[n]o habiéndose notificado durante los más de 
dos años transcurridos desde su dictado, el decreto de determinación del 

objeto de investigación, se vio vulnerado el derecho de defensa en juicio…” 
(fs. 52, del voto en minoría del juez Delgado).  



“2012. Año del Bicentenario de la Creación de la Bandera Argentina.”  

  

10 

De este modo, los jueces Vázquez y Marum, resolvieron confirmar el 
resolutorio de grado. Cabe aclarar que el juez Vázquez adhirió en lo 
sustancial al voto de su colega Marum (cf. fs. 45), por lo cual no hay 

problema de mayoría, tal como deslizó la defensa (cf. fs. 79 vuelta, del 
recurso de queja). El voto minoritario del juez Delgado se basó en decretar 
la nulidad como consecuencia de la no notificación del decreto de 

determinación de los hechos transcurridos más de dos años desde su 
dictado (cf. fs. 52 vuelta).  
 

3. El artículo 104, del CPPCABA establece que “la investigación 

penal preparatoria deberá concluir dentro del término de tres (3) meses a 
partir de la intimación del hecho al/la imputado/a. Si ese término resultare 
insuficiente, el/la fiscal deberá solicitar prórroga a el/la Fiscal de Cámara, 

quien podrá acordarla hasta por dos (2) meses más, según las causas de la 
demora y la naturaleza de la investigación”.    

 

3.1. En relación al inicio de los tres meses pautados en el artículo 
citado, estos se computan, según la norma “a partir de la intimación del 
hecho”.  

El acto de intimación surge, conforme lo dispone el artículo 161, del 
CPPCABA cuando “El/la Fiscal considere que existe sospecha suficiente de 
que una persona puede ser autor o partícipe de un delito…” y se le deberá 

“notificar mediante acta los hechos que se le imputen, en forma clara, 
precisa y circunstanciada, y las pruebas que haya en su contra”. 
                           

4. Según las constancias de la causa, el 20/04/2009 tuvo lugar la 
denuncia del hecho investigado (usurpación); el 11/05/2009 se procedió a 
identificar a los/as ocupantes del inmueble en cuestión; el 21/05/2009 se 
decretó la determinación de hechos; el 28/06/2010 se realizó una audiencia 

de mediación en la que no se llegó a un acuerdo; el 8/07/2010 la fiscalía 
libró oficio a la oficina de Mandamientos del Consejo de la Magistratura para 
la intimación a los/as ocupantes a que procedan a la desocupación del 

inmueble; el 7/09/2010 la defensa planteó la inconstitucionalidad del artículo 
335 in fine del CPPCABA; el 14/10/2010 la fiscalía solicitó la restitución del 
inmueble y orden de allanamiento, lo cual fue rechazado el 25/10/2010 por 

la jueza interviniente y el 27/12/2010 la defensa planteó la excepción de falta 
de acción por exceso en el plazo de investigación, que fue rechazada por la 
jueza el día 24/02/2011. 

 
5. Como ya he dicho anteriormente (cf. mi voto en el expte. n° 

7710/10, decisión del 11/10/2011), el mandato contenido en el artículo 104, 

del CPPCABA tiene por finalidad la realización del derecho a ser juzgado en 
un plazo razonable y es la propia ley la que establece, en el artículo 105 del 
CPPCABA, que el cumplimiento del plazo previsto tiene como consecuencia 

la culminación del proceso a través del archivo de las actuaciones. No 
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estamos, por lo tanto, ante una simple pauta de razonabilidad sujeta al 
arbitrio jurisdiccional, sino que el mero transcurso del tiempo agota la 
voluntad estatal persecutoria. 

Por otro lado, es dable recordar que la obligación dirigida a los jueces 
de interpretar de la manera más restrictiva posible —obvia consecuencia del 
principio de legalidad material— impone descartar cualquier posibilidad de 

ampliar, por vía de la hermenéutica judicial, el poder punitivo estatal 
habilitado por las normas emanadas del órgano legislativo. 

En otras palabras, la voluntad estatal persecutoria, manifestada a 

través del poder legislativo, no puede ser modificada pretorianamente por 
los jueces en perjuicio del imputado. Máxime cuando dicha interpretación 
parece destinada a justificar una indebida inacción o demora por parte de los 

órganos responsables.  
En el caso, desde la denuncia del hecho hasta la interposición de la 

excepción por falta de acción transcurrió un año y ocho meses sin que la 

fiscalía citara a los imputados a la audiencia del artículo 161 del CPPCABA, 
sobre todo cuando en ese período sucedieron diversos actos entre los  
cuales se destaca la mediación y la solicitud de allanamiento y desalojo 

propiciada por el órgano fiscal. La propia jueza Marum reconoció que la 
“actividad instructoria podría haberse desarrollado con mayor celeridad 
(hasta el momento, desde su inicio, lleva 2 años y 2 meses)” (fs. 48).  

La no citación a los imputados de acuerdo al artículo 161 del 
CPPCABA no es criterio para desconocer la garantía constitucional de 
cualquier persona imputada a ser juzgada en un plazo razonable; de lo 

contrario y de acuerdo al voto minoritario del juez Delgado no puede 
admitirse que se torne ilusoria tal garantía “mediante el retaceo de la 
imputación” (fs. 49).  

Pretender, como lo hace la Dra. Marum en su voto, que el plazo de 3 
meses establecido en el artículo 104, CPPCABA, no ha empezado siquiera 
a correr porque no se ha producido la intimación del hecho en el marco de la 

audiencia del artículo 161 del CPPCABA —hito que según su opinión 
permitiría el inicio del cómputo de la investigación penal preparatoria— 
significa convalidar, sin más, la vía utilizada por el Ministerio Público Fiscal 

para no estar sujeto a plazo alguno durante la investigación penal 
preparatoria. 

Le asiste razón a la defensa cuando sostuvo que “…la fiscalía no 

puede llevar a cabo una investigación indef inida (…) y mantener sujeto al 
proceso a los imputados sin haberlos intimado para impedir sine die que 

comience a correr el plazo previsto en el art. 104 del CPPCABA…” (fs. 64 

vuelta). La confirmación por parte de la Cámara de la decisión que no hace 
lugar al archivo de la causa afecta, por lo tanto, la garantía de ser juzgado 
en un plazo razonable. 

De acuerdo a los fundamentos de lo que aquí decido no es necesario 
que me expida respecto de los demás agravios planteados por la defensa. 
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  6. Por todo lo expuesto voto por admitir la queja, hacer lugar al 
recurso de inconstitucionalidad en esos términos y, en consecuencia, 
ordenar el archivo de las actuaciones. 
 

 

Por ello, concordantemente con lo dictaminado por el Sr. Fiscal 

General, por mayoría,   
 

el Tribunal Superior de Justicia 

resuelve: 
 

1. Rechazar el recurso de queja agregado a fs. 77/89. 

2. Mandar que se registre, se notifique y oportunamente se remitan 
las actuaciones a la Cámara de Apelaciones en lo Penal, Contravencional y 
de Faltas. 
 


